 ACCION DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA 

                                                       RADICACIÓN: 66594 31 89 001 2016 00018 00

 ACCIONANTE: CRISTIAN FELIPE QUINTERO OTALVARO

ASUNTO: CONFIRMA  


RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

[image: image1.png]




TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA
SALA DE DECISIÓN PENAL
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1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el Comandante del Distrito Militar No. 49 de Barbosa, Santander contra el fallo emitido el día 13 de mayo de 2016 por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía, Risaralda.

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES 
2.1. El señor Cristian Felipe Quintero Otálvaro manifestó que desde el 14 de octubre del año 2015 envío vía correo certificado, un derecho de petición al Distrito Militar No.49 de Barbosa, Santander solicitando el traslado del expediente en el cual figura como remiso desde el año 2009 al Distrito Militar No. 22 de la Ciudad de Pereira por ser el más cercano a su domicilio y de esta manera poder adelantar los trámites para la definición de su situación militar, sin que hasta la fecha hubiera recibido respuesta a su solicitud.

Afirmó el accionante que no puede trasladarse hasta el Distrito Militar de Barbosa por cuanto se encuentra en condición de vulnerabilidad por ser desplazado desde el año 2006 y registrado como víctima desde el año 2013. 

2.2. El accionante consideró vulnerados sus derechos fundamentales de petición y al debido proceso.

2.3. Adjuntó copia de los siguientes documentos: i) cédula de ciudadanía; ii) derecho de petición enviado el 14 de octubre de 2015; iii) la guía de la empresa de mensajería Servientrega con fecha 14 de octubre de 2015 y iv) del pantallazo de la página web sobre la situación militar del accionante, donde aparece como remiso desde el 04/08/2009 del Distrito Militar No.049 de Barbosa, Santander.  (Fls. 1-4)

2.4. Mediante sentencia del 10 de febrero de 2016 el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía, Risaralda resolvió: “i)  tutelar los derechos fundamentales a la vida digna y a los particulares de la población desplazada, del señor Cristian Felipe Quintero Otálvaro, identificado con la cédula de ciudadanía No. 1-018 420. 610, vulnerados  por el Distrito Militar No. 49 de Barbosa (Antioquia) (Sic); ii) Ordenar al Comandante del Distrito Militar No. 49 del Ejército Nacional, Mayor Raúl Quevedo Castellanos o a quien haga sus veces, que en el término máximo e improrrogable de tres (3) días hábiles siguientes a la notificación de esta providencia, traslade al Distrito Militar de Pereira el expediente del Señor Cristian Felipe Quintero Otálvaro (…)”  (Fls. 25-28).

2.5. El Comandante del Distrito Militar No.49 solicitó que se revocara la sentencia aludida en atención a que no existe un procedimiento en el cual los Distritos Militares puedan ordenar el traslado de expedientes entre sí, pues únicamente es procedente ante la Jefatura de Reclutamiento (Fls. 47-51).

2.6.  Esta Sala mediante auto del  21 de abril de 2016 decretó la nulidad de lo actuado con el fin de que se vinculara al presente trámite al Comando de Reclutamiento y Control de Reservas, antes Jefatura de Reclutamiento (Fls. 4-11, cuaderno de segunda instancia).  Lo cual fue atendido por el A quo mediante auto del 2 de mayo de 2016 (folio 63 cuaderno de primer nivel).
3. RESPUESTAS A LA DEMANDA 

3.1. Mediante escrito allegado vía fax el día 8 de febrero de 2016, el  Comandante del Distrito Militar No. 49, Mayor Raúl Quevedo Castellanos, aclaró por error involuntario que la respuesta al derecho de petición había sido “traslapada” y en tal virtud no llegó al destinatario correspondiente.

En cuanto a las pretensiones relacionadas en el derecho de petición, indicó la imposibilidad de acceder favorablemente a ellas, toda vez que el accionante ostenta la condición de remiso, de conformidad con lo dispuesto en el artículo  41 literal g de la Ley 48 de 1993.

Adjuntó pantallazo de consulta del estado de la situación militar del accionante, quien para el caso concreto aparece “CRISTIAN FELIPE QUINTERO OTALVARO” concentración- Remiso, desde el 04/08/2009 en razón a no presentarse  en tal fecha para definir su situación militar y sólo hasta octubre de 2015 decidió solucionarla a través del derecho de petición. 

Ahora bien, respecto al traslado del expediente, la Jefatura de Reclutamiento desde Agosto 31 de 2010 emanó un instructivo para este fin y estableció que tal procedimiento se realiza únicamente ante el Comando de Reclutamiento y Control de Reservas (Antes Jefatura de Reclutamiento) y bajo unas causales, así:

“TRASLADOS QUE PUEDEN SER AUTORIZADOS.

F) Ciudadanos desmovilizados

G) Ciudadanos desplazados

H) Mayores de 28 años

I) Clasificados sin recibos

J) Incorporados con constancia de tiempos

TRASLADOS QUE NO SERÁN AUTORIZADOS.

D) Traslados de los expedientes a ciudadanos de categorías UNO Y DOS menores de 28 años.”

E) Traslado de expedientes a ciudadanos que figuren como REMISOS CITADOS A EXAMEN, CITADOS A INCORPORACIÓN O CLASIFICADO CON RECIBOS.

F)  Traslados de los expedientes entre zonas de Reclutamiento de Bogotá.” (Negrilla y subraya originales)
De lo anterior se colige que la condición de remiso conlleva la imposibilidad de solicitar traslado del expediente.

Por otra parte, señaló que si bien el accionante adujo ser víctima de desplazamiento, tal como se colige de la impresión del Sistema Vivanto la declaración se realizó en el departamento del Chocó en diciembre 4 de 2013 y la calidad de remiso  data de agosto 4 de 2009, por lo que su calidad de víctima es posterior al estado remiso y en departamento diferente. Por lo tanto, la Junta de Remiso y la definición de su situación militar corresponde llevarla cabo en el Distrito Militar No. 49 localizado en el municipio de Barbosa, Santander.  

En cuanto al traslado del expediente tal sentido, no procede el traslado del expediente  mientas subsista la condición de remiso del señor Quintero Otálvaro. 

Solicitó que se declare un hecho superado dentro del presente trámite, en atención a que al accionante se le enviará respuesta de petición y se le orientará sobre el trámite a seguir, pese a que en la página web www.libretamilitar.mil.co se le indicará qué hacer respecto a su condición de remiso (Fls. 21-24)

Anexó copia de los siguientes documentos: i) copia de la respuesta dirigida al señor Cristian Felipe Quintero Otálvaro; ii) consulta en la base de datos para consulta de personas desplazados VIVANTO; iii) instructivo para traslado de expedientes fechado agosto 31 de 2010 y iv) pantallazo de correo electrónico respuesta a tutela.  (Fls. 12-20)

3.2.  El Director de Reclutamiento y Control de Reservas del Ejército se pronunció con respecto a la demanda de tutela luego de proferido el fallo, por lo que no se hará alusión a la misma, por ser extemporánea (Fls. 86 y 877).
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 13 de mayo de 2016 el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía, Risaralda resolvió: “i)  tutelar los derechos fundamentales a la vida digna y a los particulares de la población desplazada, del señor Cristian Felipe Quintero Otálvaro, identificado con la cédula de ciudadanía No. 1-018 420. 610, vulnerados  por el Distrito Militar No. 49 de Barbosa (Antioquia) (Sic); ii) Ordenar al Comandante del Distrito Militar No. 49 del Ejército Nacional, Mayor Raúl Quevedo Castellanos o a quien haga sus veces y al Comandante del Comando (sic) de Reclutamiento y Control de Reservas del Ejército Nacional, Coronel Carlos Hernando Gordillo Jiménez o quien haga sus veces, que en el término máximo e improrrogable de tres (3) días hábiles siguientes a la notificación de esta providencia, traslade al Distrito Militar de Pereira el expediente del Señor Cristian Felipe Quintero Otálvaro (…)”  (Fls. 68-72).

El referido fallo fue remitido al distrito Militar 049 por correo certificado de la empresa de mensajería 472 con la guía RN5750857230CO, el cual fue recibido el 23 de mayo de 2016 (folio 88, inverso).

5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

El 26 de mayo de 2016 se recibió vía correo electrónico, según se desprende del sello del juzgado fallador (folio 85, inverso), escrito de impugnación del Comandante del Distrito Militar No.49 de Barbosa,  Santander,  mediante el cual solicitó que se revocara la sentencia aludida en atención a que no existe un procedimiento en el cual los Distritos Militares puedan ordenar el traslado de expedientes entre sí, pues únicamente es procedente ante la Jefatura de Reclutamiento y mientras subsista la condición de remiso del joven Cristian Felipe Quintero Otálvaro, no es viable su remisión.

Por lo tanto, insistió que no es posible dar cumplimiento al fallo de tutela que impone la carga de violar procesos y procedimientos establecidos por la Jefatura de Reclutamiento.  

Indicó que desde la contestación a la demanda, se le indicó al A quo no sólo la condición de remiso del accionante sino que la Jefatura de Reclutamiento, hoy Comando de Reclutamiento y Control de Reservas es el único que autoriza el traslado del expediente.    

Igualmente, mostró su inconformidad con el fallo de primer grado habida cuenta que en el mismo se tutelaron los derechos a la vida digna  de la población desplazada, sin que se observe de qué manera fueron vulnerados por ese Distrito.    (Fls. 79-85)
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó el impugnante. 

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. Para esta Sala es importante resaltar que el derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

6.4.1. En la Sentencia T-146 de 2012
, se reiteró lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición, lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición.

Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.6”

6.5.2. Ahora bien, frente a los derechos que le asisten a los particulares cuanto presentan peticiones, el artículo 13 de la Ley 1755 de 2015 señala lo siguiente: “Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.  A su vez, el artículo 14º de dicha normatividad, reza: “Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones: 
1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.
 
6.6. DEL CASO EN CONCRETO 

6.6.1. En el caso sub examine, la Sala observa que el joven Cristian Felipe Quintero Otálvaro con el fin de definir su situación militar y con fundamento en su calidad de desplazado solicitó desde el 14 de octubre de 2015 al Distrito Militar No.049 de Barbosa, Santander, la remisión de su expediente al Distrito Militar No.22 de Pereira, Risaralda.  Sin embargo, a la fecha de interponer la acción de tutela, no había recibido respuesta alguna, lo que consideró una vulneración a sus derechos fundamentales de petición y debido proceso.   Así mismo, quedó probado en el proceso que el joven Cristian Felipe Quintero Otálvaro es una persona desplazada por la violencia, según declaración del hecho victimizante el 4 de diciembre de 2013 en el departamento del Chocó, según obra en la consulta en el sistema VIVANTO (folio 16), lo que lo hace sujeto de especial protección por parte del Estado y en tal sentido, la Corte Constitucional ha indicado que el derecho fundamental de petición de los desplazados garantiza otros derechos constitucionales como el de la información, de acuerdo a lo referido en la Sentencia T-192 de 2013 expuso que “Igualmente, el derecho de petición, sirve de instrumento que posibilita el ejercicio de otros derechos fundamentales, como por ejemplo en el caso de las personas en situación de desplazamiento, que a través de la petición buscan obtener alguna ayuda económica o subsidio que los ayude a mejorar su precaria situación. Así, puede decirse que "[e]l derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión", entre otros; o incluso los derechos fundamentales de la población desplazada.”  (Subrayas nuestras)
6.6.2.  Por su parte el Comandante del mencionado Distrito Militar indicó que la condición de remiso en la que se encuentra el accionante y su falta de competencia para trasladar el expediente al Distrito Militar No.22  de Pereira, las circunstancias que impiden cumplir con el fallo de primer grado y apoya sus argumentos en lo dispuesto en el “Instructivo para Traslados de Expedientes” emitido por la Dirección de Reclutamiento y Control de Reservas que señala en qué situaciones no serán autorizados dichos traslados, en el que aparece expresamente en el caso de los ciudadanos que figuren como “remisos”.  Sin embargo, en el mismo instructivo  en el ítem de   “PASOS PARA EL PROCEDIMIENTO”  el literal B  “PARA LOS DISTRITOS MILITARES” señala lo siguiente:

“El traslado de expediente no es competencia directa de los Distritos Militares.  Por esta razón cuando llegue una  solicitud de Traslado de Expediente a un Distrito Militar, esta solicitud deberá ser enviada a la Jefatura de Reclutamiento a través de la respectiva Zona de Reclutamiento para seguir el procedimiento anterior”

Así las cosas,  como existe un trámite interno dispuesto para los Comandantes de Zona y Distritos Militares precisamente para los traslados de los expedientes, evidencia esta Sala que el  Comandante del Distrito Militar No.049 de Barbosa, Santander, omitió haber trasladado la petición del señor Quintero Otálvaro al Comando de Reclutamiento y Control de Reservas para que allí se surtiera el trámite reclamado, en cumplimiento al artículo 21 de la Ley 1755 de 2015  que indica que si la entidad a la cual se dirige la petición o solicitud no es la competente, informará al interesado de manera inmediata, si la misma fue elevada verbalmente, o dentro de diez días siguientes al de la recepción, si obró por escrito, y remitirá la petición al competente y enviará copia del oficio remisorio al peticionario. 
6.6.3. Aunado a lo anterior, no se observa dentro de la foliatura que alguna de las entidades demandadas hubieran  enviado a la dirección del accionante alguna comunicación con respecto a lo pedido en su escrito del 14 de octubre de 2015, pese a haber manifestado en el mismo su imposibilidad de desplazarse hasta el municipio de Barbosa para definir su situación militar por cuanto se encuentra por parte de la Unidad Nacional de Protección con medidas de seguridad (folio 5). Por lo tanto, tal como lo ha reiterado la Corte Constitucional el derecho de petición debe hacerse efectivo con una pronta y oportuna respuesta de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, sin importar que sea favorable a los intereses del peticionario; que debe ser escrita y en todo caso cumplirá con estos requisitos: “1. Oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición”.
Por lo anterior y con base en los precedentes legales y constitucionales que hacen referencia al derecho fundamental de petición, la Sala confirmará la decisión estudiada.

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR  el fallo de primera instancia proferido el 10 de febrero de 2016 por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía, Risaralda, dentro de la acción de tutela interpuesta por el joven Cristian Felipe Quintero Otálvaro en contra del Distrito Militar No.049 de Barbosa, Santander. 

SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
� M.P. Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub


 








Página 7 de 8

